ANEXO

En el siguiente anexo no se pretende brindar un análisis a profundidad de la situación actual de las instituciones encargadas de los distintos niveles de prevención, puesto que ello significaría realizar una investigación propia y exhaustiva en la temática, sino más bien se buscará brindar un panorama general de cómo la problemática de infracción a ley, se constituye finalmente en la expresión de demandas que manifiestan la existencia de necesidades insatisfechas en las etapas de la niñez y la adolescencia, (al no lograrse resguardar de manera efectiva su condición de sujeto de derecho).

Resulta oportuno y fundamental incidir en lo indicado por Yury Buaiz (2001:321): 

“Hoy día sabemos que no basta  (...) que la política criminal de los Estados, esté destinada a uno sólo de los aspectos de su función, (...) dando respuesta al hecho criminal ya producido, sin avanzar en  la construcción de un sistema integral de protección-prevención (...) (que permita)  allanar socialmente las posibilidades de que esas conductas ocurran, a través de la ruptura de las causas sociales que las originan”

LA PREVENCIÓN PRIMARIA

Tal y como lo indicáramos en el desarrollo de nuestra investigación, los presupuestos están relacionados a la doctrina imperante en el contexto histórico y social actual, por dicho motivo no podemos dejar de subrayar que la doctrina de la Situación Irregular estuvo vigente en el contexto jurídico peruano durante cerca de setenta años
, siendo el resultado de la replica del tratamiento de menores que en toda Latinoamérica estuviera vigente desde las primeras décadas del siglo XX. De esta manera se generaron raíces muy profundas en el ámbito cultural (creencias, valores, representaciones sociales), que se manifiestan en un producto social como el derecho, todavía en la actualidad, al coadyuvar a la dificultad de concebir al niño como un sujeto de derechos.

Estas afirmaciones son verificadas al realizarse una lectura sistemática de nuestra normativa, y al analizarse la asignación de recursos en el gasto social estatal programado. Un claro ejemplo de ello, se hace latente o explícito al identificar como obviamos la importancia del control social informal) y enfatizamos en la prevención secundaria y terciaria, en vez de concebir como estratégicamente importante focalizar nuestra atención y recursos en la prevención primaria.

La familia como espacio idóneo para la Prevención Primaria

Los albergues nunca reemplazan a la familia

Todo lo antes dicho se demuestra con la promulgación de la “Ley que protege a los menores de edad de la mendicidad”
, recientemente incorporada en nuestro sistema jurídico, la cual tiene como finalidad combatir la mendicidad de los niños y adolescentes que se encuentren en estado de necesidad material o moral. Esta ley parte de reconocer que la mendicidad acarrea daños irreparables en la identidad e integridad de la niñez y adolescencia, pero la estrategia elaborada para combatirla resulta tan perjudicial como su práctica misma, en la medida que se concibe al niño dedicado a la mendicidad como un “objeto de protección”, aludiendo de manera muy genérica a la función que le compete al poder ejecutivo, a través del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social (MIMDES) en la implementación de políticas sociales efectivas, para resaltar posteriormente, la función del órgano jurisdiccional en el retiro de las calles del niño y el adolescente dedicado a la mendicidad, dándosele la potestad de institucionalizarlo y de proceder sí es necesario a una acción penal contra sus padres. 

Esta ley resulta ser una prueba palpable de la visión vigente de nuestra niñez y adolescencia en el sistema jurídico peruano y a ello debemos agregar las causales todavía existentes en el ámbito tutelar que justifican de manera excesiva la intromisión del estado en la familia y en la vida privada del niño, el cual es declarado en estado de abandono y en la mayoría de las veces, institucionalizado en albergues. Asimismo, a pesar que la situación de pobreza no deberá ser concebida (según la ley) como justificante para la declaración del estado abandono de la niñez y adolescencia, resulta altamente preocupante como una resolución de la Corte Suprema da muestra de lo contrario, al indicar que:

Casación Nª2253 –2001 AYACUCHO

“...Cuarto.- (...)no se ha acreditado en autos que el padre del citado niño incumpla con sus obligaciones o deberes correspondientes o que carezca de las calidades morales o mentales necesarias para asegurar su correcta formación; pues, ha quedado evidenciado en autos que no descuida a su citado hijo, tal como se corrobora del informe social evacuado a fojas cuarenta y uno, en el que se deja constancia que el mencionado menor frecuentemente recibe la visita de su padre, quien le prevee con lo indispensable para su alimentación. Por lo que se concluye que el referido menor no se encuentra en ninguno de los supuestos previstos en el numeral 248 del Código de Niños y Adolescentes (...)

REFORMÁNDOLA: declararon infundada la solicitud de abandono y en consecuencia dispusieron el archivamiento definitivo de la investigación tutelar a favor del mencionado menor; C) DISPUSIERON que el referido niño continúe bajo la medida de protección ordenada por el juzgado a fojas dieciséis en el Puericultorio Juan Andrés Vivanco Amorín, dejándose a salvo el interés del progenitor de asumir la patria potestad superada su situación económica...” 

En el presente caso, vemos que la situación de pobreza no justificó la declaración del estado de abandono del niño, pero favoreció la imposición de una medida de protección, situación que desde la perspectiva de la doctrina protección integral pierde todo asidero, al concebirse la familia como el espacio idóneo para lograr el desarrollo integral de los niños, no siendo en consecuencia, sólo la situación económica de los padres lo determinante, puesto que debemos considerar al niño en toda su integridad, donde lo emocional, lo afectivo y lo espiritual juegan un rol fundamental. 

El tratamiento legal tutelar se constituye en la expresión de la ineficacia del Estado para dar resguardo  a la condición de sujeto de derechos de la niñez y adolescencia, por no habersele garantizado minimamente el ejercicio de sus derechos fundamentales. Es así como, la situación de pobreza encubierta en las causales contempladas en la ley, permiten privar al niño de su derecho crecer en un ambiente familiar y a su desarrollo integral, ya que el Estado nunca podrá suplir el espacio familiar.

En base a todo lo argüido podemos llegar a una Primera Reflexión el tratamiento tutelar en la legislación peruana requiere de una revisión pormenorizada a fin de establecer los requerimientos de un “filtro” que permita la evaluación de cada caso en concreto, a fin que el juez de familia evite conocer e institucionalizar casos en que la situación de pobreza se constituya en la causa real.

La violencia familiar genera niños y adolescentes violentos

Además se requiere que el ámbito familiar cumpla con su rol orientador en el ejercicio de derechos en la niñez y adolescencia, en la medida que la interacción familiar permitirá descubrir la función que le toca jugar a cada niño, niña y adolescente en la sociedad y afianzará su autoestima, así como su convicción del aporte que como actor social debe brindar en el contexto social e histórico que le toca vivir. “el efecto sobre la autoestima de un niño puede llegar a ser irreparable y a alterar su normal desarrollo en diferentes aspectos de la vida, tales como el desempeño educativo, el laboral, el proceso de socialización, entre otros.”
, relacionándose esta problemática con la situación de pobreza, en la medida que los victimarios pertenecen al más bajo nivel educativo. 

	
	Violencia Física
	Violencia Psicológica

	Ninguno
	56,3
	4,5

	Primaria
	50,9
	5,1

	Secundaria
	36,5
	5,2

	Superior
	24,9
	5,9

	Total
	40,8
	5,3


Fuente: ENDES 2000, INEI. 

Será necesario considerar que la “cifra oscura” (o de ocultamiento de la víctimización) siempre dificultará hacer un diagnóstico real del grado de amenaza del derecho a la integridad en la sociedad peruana. 

Asimismo, resulta altamente desalentador la ineficacia del sistema de protección de las víctimas de violencia familiar, donde la exposición a una mayor agresión del victimario favorece a su impunidad. Asimismo, en el caso de nuestros niños, niñas y adolescentes la necesaria presencia de un adulto para interponer las denuncias limita su derecho fundamental al acceso a la justicia. 

Como segunda reflexión podemos verificar como el sistema legal e institucional de protección contra la violencia familiar requiere un abordaje más articulado y dirigido al cese inmediato de esta vulneración del derecho a la integridad, a fin de crear confianza de los miembros de la sociedad en los mecanismos legales de resolución de conflictos.
La escuela y su rol estratégico para la Prevención Primaria

La ineficacia del sistema educativo para brindar una igualdad de oportunidades

La escuela como institución coadyuvante en la internalización de valores y principios de la niñez y adolescencia ha perdido influencia, impacto e importancia. Las cifras de inasistencia y atraso escolar nos permite verificar la gravedad de la problemática.

“La inasistencia escolar se encuentra positivamente relacionada con el nivel de pobreza. El porcentaje de niños de 6 a 17 años que pertenecen a hogares de pobreza extrema y no han culminado sus estudios secundarios ni asisten a un centro educativo es de 8,4%, mientras que entre los niños no pobres se reduce a 3,2%”. (INEI, 2004: 51)

El requerimiento de proveerse de recursos económicos para la subsistencia propia y familiar, se constituye en un factor a considerar entre las causales de  la inasistencia escolar, asimismo el atraso escolar, genera desmotivación para continuar los estudios y para concebir la asistencia a la escuela como una estrategia de inserción  social y laboral. 

“El atraso escolar es uno de los graves problemas que enfrenta la educación en el Perú. Este problema está asociado con dos factores: un mal desempeño escolar – traducido en la repetición del año – y el ingreso tardío a la escuela (...) un alto porcentaje de niños presenta este problema: 58,6% y 56,2% de los niños y niñas, respectivamente, tiene al menos un año de atraso escolar”


   (INEI, 2004: 52)
Las brechas existentes entre la oferta educativa proporcionada en los distintos niveles socioeconómicos dan muestra de la ineficacia del sistema educativo para un sector de la infancia, sobre el particular corresponde indicar que:

“El sistema educativo peruano no garantiza a los estudiantes los aprendizajes más elementales. Diversos estudios nacionales e internacionales revelan que en cuarto año de secundaria, luego de haber cursado y aprobado diez años de escolaridad, una gran mayoría de jóvenes apenas ha alcanzado algunos de los objetivos previstos para el final de primaria (...) incluso una considerable cantidad de alumnos no comprende lo que lee.”

A todo lo antes dicho van aunados los actos de corrupción que en el sistema educativo produjeron pérdidas superiores a los 36 millones de nuevos soles en los últimos dos años, entre los principales delitos se conocen: los sobreprecios en compras de material educativo, abuso sexual, coimas en trámites, cobros por notas, nombramientos y contratos y robos de los aportes de los padres de familia.

Podemos indicar como tercera reflexión que el sistema educativo requiere adecuarse a las principales demandas, intereses y requerimientos de los sectores sociales a los que dirige su accionar, siendo la situación contraria una factor altamente desmotivante en la medida que no se ajusta a sus necesidades inmediatas. Asimismo, no perder de vista como los actos de corrupción en las escuelas produce el divorcio entre el discurso y la práctica, generando un aprendizaje impregnado de antivalores en nuestra niñez y adolescencia.

PREVENCIÓN SECUNDARIA Y TERCIARIA

La respuesta penal especial no es tutelar.

La respuesta formal del Estado frente a la comisión de una infracción por el adolescente, no deja de percibirse con la ambivalencia de lo penal – tutelar, todavía no hay un reconocimiento pleno de la imputabilidad penal especial de los adolescentes
, que requiere el otorgamiento de garantías genéricas y específicas para sus destinatarios, prueba de ello, es la benignidad que suele alegarse existe en estos procesos para los adolescentes entre 12 y 18 años de edad, argumentos que han planteado en la actualidad, la necesidad de rebajar la edad de imputabilidad penal de los adultos de 18 a 16 años de edad en el Código Penal. 

Asimismo, en el ámbito legal persiste una dicotomía claramente diferenciada entre el tratamiento genérico otorgado a los adolescentes en conflicto con la ley y el otro  transgresor de la Convención sobre los derechos del Niño, cuyos destinatarios son los adolescentes integrantes de pandillas, tratamiento legal nominado “Pandillaje Pernicioso”.

Como una cuarta reflexión podemos indicar que el no reconocimiento social de una respuesta penal para los adolescentes origina que surja periódicamente el requerimiento, en muchas ocasiones promovido por los medios de comunicación,  de adoptar medidas más represivas o de rebajar la edad de imputabilidad penal de los adultos.  

La intervención en los juzgados como estrategia de prevención

La intervención de los juzgados de familia con competencia penal, todavía no son visualizados como una estrategia de prevención, al no haberse diseñado un proceso penal especial con las características de un proceso educativo, que le permita al adolescente internalizar de que manera sus actos transgredieron las normas vigentes, atentando contra el orden social imperante, siendo importante recoger para dicha evaluación las orientaciones de la justicia restaurativa o reparativa en el ámbito penal.

Un Sistema de Intervención acorde a la visión del adolescente como un sujeto con derechos y garantías plantearía el requerimiento de revisar el proceso penal especial seguido a los adolescentes en conflicto con la ley penal a fin adecuarla a un modelo acusatorio garantista, debido a que el tratamiento legal actual faculta a una investigación prejudicial con la intervención del fiscal mientras que a posteriori con la intervención del juez de familia con competencia penal se le atribuye nuevamente la potestad de realizar una nueva investigación dándosele el carácter de un proceso de naturaleza inquisitiva.

Como quinta reflexión descubrimos que el proceso penal especial tiene serias omisiones para brindar las garantías propuestas para los adultos en la defensa del debido proceso, motivo por el cual será necesario su revisión de manera acorde con los nuevos requerimientos en la materia procesal penal de adultos.

Adicionalmente a las adecuaciones procesales sostenidas, verificamos la dificultad de la internalización de una cultura institucional acorde a  los lineamientos de la Doctrina de  la Protección Integral, la cual  se hace latente cuando descubrimos testimonios como el siguiente:  

“El 17 de Enero de 1993, una ciudadana acudió a la Oficina Regional de la Defensoría del Pueblo con sede en Ayacucho. Afirmó que efectivos de la Policía Nacional del Perú (PNP) le impedían frecuentemente la visita y entrevista con su hijo – de iniciales J.A.R. y de 16 años -, que se encontraba detenido en el complejo policial Walter Rosales León, desde el 28 de Octubre de 2002 por mandato judicial.

En las visitas hechas al complejo policial, la Defensoría del Pueblo entrevistó a un total de catorce detenidos. Pudo verificar también que la detención se ejecutaba en un ambiente inadecuado y totalmente reducido. En una sola “celda” (de tres por tres metros) se encontraban hacinados doce detenidos. Ahí pernoctaban y permanecían durante el día. Los adolescentes internados compartían la “celda” con detenidos mayores de edad (....) Los entrevistados sostuvieron, de modo uniforme, que el suboficial exigía dinero para permitir las visitas, así como para que durante el día permanecieran en los pasadizos de las salas de meditación y en las noches se le proporcionaran algunas frazadas...”

En el contexto cultural peruano resulta sorprendente como los actos de corrupción están presentes en todos los ámbitos, reforzándose así un aprendizaje negativo de antivalores en los adolescentes que entran en contacto con el sistema penal peruano.

Como quinta reflexión nos preocupa evidenciar el alto nivel de corrupción institucional, situación que dificulta la intervención educativa del Estado en esta temática, planteada doctrinalmente como la necesidad de brindarles una nueva oportunidad a los adolescentes, a fin de desarrollar actitudes acordes a las exigencias sociales para el resguardo de los bienes jurídicos actualmente tutelados.. 

La Internación como estrategia extrema de la Prevención Terciaria y Secundaria

Diagnóstico Situacional

Tal y como se recoge del diagnóstico recogido a setiembre de 2003, el mayor porcentaje de infracciones de los adolescentes que han merecido judicialmente la medida socioeducativa del internamiento, se encuentra en el robo gravado, permitiéndose verificar dos situaciones congruentes para definir esta situación, una de ellas referida a la necesidad económica que se ve reflejada en este delito y la otra la agresividad y violencia que se manifiesta para su perpetración.

Delitos cometidos por los adolescentes infractores 
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Antecedentes del Sistema de Reinserción Social

Los Centros Juveniles en Perú, desde la creación del primer Correccional de Menores en 1,902, han sido administrados por diversas instituciones como: la Iglesia, la Policía Nacional, el Ministerio de Justicia, el Ministerio de Salud, el Ministerio de Educación y el Ministerio de la Presidencia a través del Instituto Nacional de Bienestar Familiar (INABIF).

Los métodos “readaptativos” que se utilizaron fueron de carácter empírico y ajustados a la concepción de la época: moral, psiquiátrico, represivo, asistencialista, entre otros, los cuales probaron una y otra vez ser ineficaces, propiciando más violencia y resentimiento de parte de los adolescentes en correspondencia con el sistema de atención sucesivamente aplicado (Delgado, 2002).

Mediante, la Ley de Organización y Funciones del entonces Ministerio de la Mujer y el Desarrollo Humano (PROMUDEH)
, se transfiere a la Secretaría Ejecutiva de la Comisión Ejecutiva del Poder Judicial, las funciones relacionadas con la “rehabilitación” de los adolescentes infractores de la Ley penal, es decir, de aquellos que cumplen una medida socioeducativa en libertad o privativa de tal.

Para este propósito, se crea la Gerencia de Operaciones de Centros Juveniles como órgano de línea de la Gerencia General de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión Ejecutiva del Poder Judicial, el 25 de noviembre de 1996, nominada en la actualidad como la Gerencia de Centros Juveniles, órgano de línea de la Gerencia General del Poder Judicial. Desde ese entonces, la Gerencia de Centros Juveniles ha asumido el reto de dar un viraje radical al tratamiento de los adolescentes, coherente con las normas internacionales y nacionales vigentes sobre administración de justicia a los adolescentes en conflicto con la ley penal, en este contexto se desarrollaron una serie de estrategias de intervención con miras a elevar la calidad del servicio y el consecuente beneficio social. En la actualidad, se postula por la Reforma Integral de la Administración de Justicia (Ceriajus), que dicha dependencia pertenezca al Poder Judicial, debiendo corresponderle  su pertenencia al Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social - MIMDES (antes PROMUDEH).

El Sistema de Reinserción Social del Adolescente Infractor

La Gerencia de Centros Juveniles tiene como principal objetivo institucional y compromiso social, lograr “rehabilitar” al adolescente infractor, favoreciendo de esta manera, a su inserción social efectiva. Para ello se elaboró y se aprobó mediante Resolución Administrativa del Titular del Pliego del Poder Judicial Nº 539-97, del 25 de noviembre de 1997, el Sistema de Reinserción Social del Adolescente Infractor, y su modificatoria aprobada por R.A. Nº 075-SE-TP-CME-PJ del 03 de febrero del 2000.

El Sistema de Reinserción Social del Adolescente Infractor, se trata de un documento Técnico Normativo, especializado en el tratamiento del adolescente infractor, el cual comprende una serie de programas, métodos, técnicas e instrumentos de carácter eminentemente educativos, acorde con las leyes y normas compatibles con los derechos humanos.

En este documento, el adolescente infractor es una persona en desarrollo, sujeto de derechos y protección, quien debido a múltiples causas ha cometido una infracción a la ley, por tanto,  requiere de atención especial e individualizada que permita desarrollar sus potencialidades, afectos, habilidades, valores y hábitos adecuados, dentro de un proceso educativo integral. Dicho proceso se lleva acabo a través del medio abierto y el medio cerrado, según la medida socioeducativa que corresponda.

Como sexta reflexión podemos sostener que toda estrategia de reinsersión social deberá considerar las principales causas sociales que en cada caso concreto motivaron la infracción a la ley penal, a fin de elaborar la estrategia de prevención secundaria o terciaria adecuada.

Ubicación geográfica de los Centros Juveniles a nivel nacional
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